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R-DAGJ-736-2005

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José, a las trece horas del treinta y uno de octubre de dos mil cinco.----------------------------------

Recursos de apelación interpuestos por María Adilia Salas Bolaños, Álvaro Gallardo Jiménez y Ana Isabel Salas Vargas, en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública No. 28-04 promovida por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo para la contratación de servicios profesionales de abogados externos para cobro judicial, recaído a favor de Sandra Echeverría Mesén, Alfonso Romero Coto, Guido Francisco Campos Campos, Humberto Piedra Hernández,  José Rafael Vargas Zúñiga, Farid Breedy González, Ingrid Lambert Miller, Jimmy Ramos Corea, Luis Evora Castillo, Sergio Leiva Castillo, Ginette Garita Medrano, José Antonio Barletta Chaves, Luis Sáenz Zumbado, Alejandro Delgado Faith, Oscar Gomez Ulloa por un monto inestimable.---------------------------------------------------------------------------------

RESULTANDO

I.-Los apelantes presentaron en sus recursos su disconformidad con la evaluación hecha por la entidad en relación con los cursos afines en el rubro de Formación Complementaria.-------------------

II.-Mediante resolución R-DAGJ-625-2005 de las quince horas del veinte de setiembre de dos mil cinco, este Despacho confirió audiencia inicial a la Administración y a las adjudicatarias con el objeto de que manifestaran por escrito lo que a bien tuvieran con respecto a las alegaciones de los apelantes y para que ofrecieran las pruebas que consideraran oportunas.----------------------------------
III.-El Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo y los siguientes abogados contestaron la audiencia inicial: Sandra Echeverría Mesén, Alfonso Romero Coto, Guido Campos Campos, Humberto Piedra Hernández, Farid Breedy González, Ingrid Lambert Miller, Luis Evora Castillo, Sergio Leiva Urcullo, Gineth Garita Medrano, Alejandro Delgado Faith, José Antonio Barletta Chaves, Luis Alberto Sáez Zumbado.---------------------------------------------------------------------------

IV.-Mediante auto de las quince horas del dieciocho de octubre de dos mil cinco, se confirió audiencia final a las partes que fijaron medio para recibir notificación con el objeto de que realizaran sus conclusiones en relación con los aspectos debatidos, audiencia que fue contestada por algunas partes.------------------------------------------------------------------------------------------------------

VI. La presente Resolución se dicta dentro del término de ley habiéndose observado durante su trámite las prescripciones legales y reglamentarias pertinentes.---------------------------------------------

CONSIDERANDO

I. HECHOS PROBADOS: Que como hechos de importancia en la resolución de esta litis, se fijan los siguientes: 1) Que el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo promovió la Licitación Pública 28-04 para la contratación de servicios profesionales de abogados externos para cobro judicial. 2) Que en este concurso participaron, entre otros, los siguientes profesionales María Adilia Salas Bolaños, Mayela Mora Robles, Sandra Echeverría Mesén, Leonardo Madrigal Moraga, Dalays Castiblanco Vargas, Myrna Pierre Dixon, Alejandro Delgado Faith; Johnny Soto Zúñiga, Oscar Eduardo Gómez Ulloa, Álvaro Gallardo Jiménez, Luis Saénz Zumbado, Raúl Escalante Soto, Ana Isabel Salas Vargas, Álvaro Coghi Gómez, Guido Francisco Campos Campos, Alfonso Romero Coto, Humberto Ignacio Piedra Hernández, José Rafael Vargas Zúñiga, Alvaro Salazar Elizondo, Jimmy Enrique Ramos Corea, Luis Évora Castillo, Ingrid Lambert Miller, Gineth Garita Medrano, Hicer Linkimer Bedoya, Sergio Leiva Urcuyo, Farid Breedy Gonzalez, José Antonio Barleta Chaves, y Jafet Suárez Madrigal (véanse las plicas presentadas en expediente administrativo de la licitación).  3) Que la referida licitación fue adjudicada a  Sandra Echeverría Mesén, Alfonso Romero Coto, Guido Francisco Campos Campos, Humberto Piedra Hernández, José Rafael Vargas Zúñiga, Farid Breedy González, Ingrid Lambert Miller, Jimmy Ramos Corea, Luis Evora Castillo, Sergio Leiva Urcullo, Ginette Garita Medrano, José Antonio Barletta Chaves, Luis Saénz Zumbado, Alejandro Delgado Faith, Oscar Gomez Ulloa por un monto inestimable (véase acuerdo de adjudicación publicado en La Gaceta 167 de 31 de agosto de 2005).  4) Que el cartel señaló, entre otras cosas, lo siguiente:  “Formación Complementaria 15% / Es la especialización y actualización del profesional en materias como embargo, juicios ejecutivos  y temas afines.  Dicha actualización o especialización solo se puede obtener a través de cursos que promueva el Colegio de Abogados u otras organizaciones que realicen actividades de capacitación en este campo.  El oferente deberá presentar fotocopia certificada del título respectivo ya sea de participación o de aprovechamiento, reservándose el INVU la posibilidad de hacer las consultas del caso para verificar la autenticidad del título” (véase folio 110 del expediente administrativo).  5) Que el cartel sufrió una modificación en los siguientes términos:  “FORMACIÓN COMPLEMENTARIA: 5% / Modificar el último párrafo de la siguiente forma: ‘...El oferente deberá presentar fotocopia certificada del título respectivo el cual puede ser de participación o aprovechamiento, con una duración mínima del curso de 12 horas efectivas según la modalidad por cada curso’ / DESGLOSE DE LOS FACTORES.- Quedará de la siguiente forma: MODIFICAR EXPERIENCIA EN COBRO JUDICIAL ASÍ: / PONDERACIÓN: 30% / APLICACIÓN: más de 5 años = 30% / De 3 a 5 años= 20% / Menos de 3 años= 10% / FORMACIÓN COMPLEMENTARIA: / PONDERACIÓN: 5% / APLICACIÓN: 1% por cada curso hasta un máximo de 5. / DISPONIBILIDAD DE TIEMPO: /PONDERACIÓN: 15% / APLICACIÓN: Tiempo completo: 15% / Medio tiempo: 7.5%” (véanse folios 138 y 139 del expediente administrativo). 6) Que la calificación del concurso quedó de la siguiente manera:

	PARTICIPANTE
	CALIFICACIÓN

	1) Sandra Echeverría Mesén 
	100

	2) Alfonso Romero Coto
	99

	3) Guido Francisco Campos Campos
	99

	4) Humberto Piedra Hernádez
	99

	5) José Rafael Vargas Zúñiga 
	99

	6) Farid Breedy González 
	98

	7) Ingrid Lambert Millar
	98

	8) Jimmy Ramos Corea
	98

	9) Luis Evora Castillo
	98

	10) Sergio Leiva Urcullo
	98

	11) Ginette Garita Medrano
	98

	12) José Antonio Barletta Chaves
	97

	13) Luis Saénz Zumbado
	97

	14) Alejandro Delgado Faith 
	96

	15) Oscar Gómez Ulloa 
	96

	16) Alvaro Gallardo Jiménez
	96

	17) María Adilia Salas Bolaños 
	96

	18) Devorah Feinzaig Mintz
	96

	19) Hicer Linkimer Bedoya
	96

	20) Dalays Castiblanco Vargas
	96


(ver memorando 2005-332 de la Comisión Evaluadora, visible al folio 680 del tomo 3 del expediente administrativo).  7) Que los adjudicatarios Luis Saénz Zumbado Alejandro Delgado Faith y Oscar Gómez Ulloa cuentan con experiencia en cobro judicial para el INVU (ver razonamiento de la Comisión Evaluadora, visible a los folios 675 y 676 del tomo 3 del expediente administrativo, así como oferta de Luis Saénz Zumbado, al folio 2013 del tomo “ofertas # 39 a 56” del expediente administrativo).   8) En cuanto a los Recursos Técnicos, el cartel señaló:  “Recursos Técnicos El oferente deberá demostrar que posee los recursos técnicos para participar en la licitación, aportando para ello declaración jurada del equipo con que cuenta, recibos por los servicios (celular, fax, Internet, teléfonos) y certificaciones de propiedad en el caso de los vehículos [...] 14. DESGLOSE DE LOS FACTORES: ...Recursos Técnicos 15% Computadora= 2%, Internet= 2%, Celular= 5%, Fax= 5%, Automóvil= 1%” (véanse folio 110 del expediente administrativo).  9) Que el cartel, en relación a la forma en la que se ha de acreditar el cumplimiento del anterior punto señaló:  “Recursos Técnicos. El oferente deberá demostrar que posee los recursos técnicos para participar en la licitación, aportando para ello declaración jurada del equipo con que cuenta, recibos por los servicios (celular, fax, internet, teléfonos) y certificado de propiedad en el caso de los vehículos” (ver folio 110 del tomo 3 del expediente administrativo)  10) Que la Administración realizó la siguiente prevención a la oferente Ana Isabel Salas Varga: “Aportar copia certificada de recibo de celular, si no se encuentra inscrito a su nombre deberá demostrar la relación que le permita tener acceso al mismo” (ver oficio PROV 328-05 visible al folio 441 del tomo # 2 del expediente administrativo).  11) Que la oferente Ana Isabel Salas Vargas ante la prevención hecha por la Administración para acreditar la propiedad del teléfono celular aportó un recibo original correspondiente al número comercial 2553572 (ver respectivo recibo visible al folio 652 del tomo #2 del expediente administrativo).  12) Que la oferente María Adilia Salas Bolaños presentó, entre otros los siguiente certificados de participación: VII Jornada de Derecho Notarial Costarricense sobre el Código Notarial y la Función del Notario, VIII Jornada de Derecho Notarial y el III Congreso Registral Costarricense y X Jornada de Derecho Notarial y Registral (ver copias de los certificados visibles, respectivamente a los folios 2574, 2580 y 2581 del Tomo “ofertas 19 a 38” del Expediente Administrativo).---------------------------------------

II.-Sobre la legitimación y el fondo:  A) Recurso presentado por Álvaro Gallardo Jiménez.  1) Sobre su calificación por formación complementaria.  Aduce el recurrente que a pesar de haber presentado cinco títulos de formación afín, solamente se le tomó en consideración uno de los cursos.  Considera que debería calificársele el curso de nuevas formas contractuales y su impacto económico financiero y jurídico y otro de responsabilidad jurídica, ya que a otros colegas les fueron tomados en cuenta cursos sin tanta rigurosidad, por lo que, en razón de la igualdad, debería dársele el mismo trato que a los adjudicatarios Ramos Corea por el curso Modernización del Código Civil y Sáenz Zumbado “La negociación de la cobranza”.  Aduce que, de darse ese trato igualitario, obtendría 98 puntos.  Destaca que el primero de sus cursos involucra contratos modernos, tales como la hipoteca, la prenda y el pagaré y el de responsabilidad civil involucra uno de los tipos como lo es el incumplimiento de una obligación.  La Administración señala que lo que se trata acá es de tramitar demandas ejecutivas hipotecarias simples y ejecución de sentencias, lo cual no tiene relación alguna con la responsabilidad civil.  De igual manera cuestiona el otro curso ya que se trata de modernas figuras contractuales y el crédito con hipoteca, señala, es muy conocido. En términos generales los adjudicatarios se oponen al recurso.  Criterio para resolver: En primer lugar, es importante determinar si el recurrente cuenta con la legitimación para impugnar y si su recurso está debidamente fundamentado.  Al respecto debemos partir de que la Administración, luego de un complejo proceso de selección generado –como ya indicamos en la anterior resolución- debido a la imprecisión de su propio cartel, dictó un acto de readjudicación.  Pues bien, el ordenamiento jurídico costarricense ha establecido una particular regulación sobre la firmeza de ese acto, toda vez que se requiere la espera de un tiempo regulado (diez días en el caso de recursos de apelación) para establecer si algún sujeto considera que el acto de adjudicación dictado no se ajusta a Derecho.  Si dentro de ese plazo el acto es recurrido, implica que entra en un compás de espera ya que no puede desplegar efectos de ejecución al no adquirir firmeza hasta tanto no sea dictada la decisión final, la cual podría, incluso anularlo.  Esa figura recursiva que impide la firmeza del acto, obviamente está fundamentada sobre cuatro pilares esenciales, a saber: presentación en el plazo de ley, la interposición del recurso ante el órgano competente, por un sujeto debidamente legitimado y con la correspondiente fundamentación.  Cada persona que intente la nulidad de un acto de adjudicación ha de cumplir con esos puntos esenciales, de lo contrario lo procedente es el rechazo o la declaratoria sin lugar de su correspondiente gestión.  Sobre los dos primeros pasos no es necesario realizar mayores consideraciones ya que su aplicación es relativamente sencilla y en el presente caso se han cumplido: como lo es la presentación del recurso dentro de diez días hábiles posteriores al día siguiente de la publicación de la adjudicación en el Diario Oficial y que sea ante esta Contraloría General de la Republica.  Sobre la legitimación, la normativa vigente exige que sean presentado por personas que han concursado y que tenga posibilidades de resultar adjudicatarias, es decir, que no se trate de sujetos que únicamente buscan que se declare la nulidad por la nulidad misma, sino que el posible vicio de nulidad que tiene el acto final de un procedimiento implica la privación de su legítimo derecho a resultar adjudicatario.  Por último, está la fundamentación, entendida como la obligación de plantear gestiones recursivas con argumentos y pruebas que den asidero a la pretensión y que estén debidamente demostradas.  Como se dejó establecido en el resumen argumentativo, este recurrente cuestiona, básicamente, la forma en la cual la Administración valoró la capacitación, por lo tanto, se impone establecer cuáles serían los cursos que podrían dar puntos a los respectivos oferentes y qué condiciones han de acreditarse, ello para tener una base con la cual valorar el fundamento que trae el apelante para reclamar la asignación de puntos.  Para ello debemos partir de lo que estableció el respectivo cartel, el cual en su punto relacionado con la calificación de ofertas indicó: 

Formación Complementaria 5% / Es la especialización y actualización del profesional en materias como embargo, juicios ejecutivos  y temas afines. Dicha actualización o especialización solo se puede obtener a través de cursos que promueva el Colegio de Abogados u otras organizaciones que realicen actividades de capacitación en este campo.  El oferente deberá presentar fotocopia certificada del título respectivo el cual puede ser de participación o aprovechamiento, con una duración mínima del curso de 12 horas efectivas según la modalidad por cada curso’
De tal manera que para poder optar a la puntuación de este rubro la entidad utilizó la particular fórmula de definir las materias de “embargo, juicios ejecutivos y temas afines.” En razón de la apertura del último concepto (afinidad) nos hemos enfrentado, tanto en la fase de valoración de ofertas como en la doble presentación de gestiones recursivas, a una alta controversia, advertida por parte de esta División desde el conocimiento del recurso de objeción al cartel, la cual no fue atendida de manera oportuna por parte de la Administración licitante.  Así, en la Resolución R-DAGJ- 750-2004 de las doce horas del 30 de noviembre de 2004, que en lo conducente señaló:

“Además, la entidad deberá indicar qué tipo de cursos puntuará por cuanto con ello podría evitarse que a posteriori vengan a presentarse controversias sobre ese punto, es decir, debe definir si se trata de cursos de aprovechamiento o de mera asistencia, cantidad de cursos que puntuará y cómo, duración mínima del curso, o si ese tipo de factores no los considera trascendentes, si puntuará por igual cualquier curso que haya recibido el oferente”

Como puede verse, a pesar de algunos cambios en la cláusula, el no fijar mayores lineamientos más claros para el entendimiento del concepto de afinidad, efectivamente, generó (como ya lo habíamos advertido) la anterior y la actual controversia, que procede en este momento superar en definitiva, tomando en cuenta lo señalado en la anterior ronda de apelaciones, la naturaleza del objeto contractual y algunas disposiciones relacionadas.  En primer lugar conviene retomar algunas consideraciones que fueron realizadas por esta División al conocer la primera ronda de apelaciones al acto de adjudicación que, posteriormente, fue anulado.  En lo pertinente, en la Resolución R-DAGJ-296-2005 de las quince horas del día veintisiete de mayo de dos mil cinco, se indicó:

“Como aspecto imprescindible para el análisis del caso, se hace necesario acudir al significado etimológico del vocablo “afinidad”, para lo cual no hemos valido del Diccionario (Diccionario de la Lengua Española, decimonovena edición, Madrid, 1970) donde encontramos lo siguiente: “Analogía o semejanza de una cosa con otra”. De acuerdo con el anterior significado,  podemos determinar que la formación complementaria que exigía el cartel en cuanto a cobro judicial para lo cual se valió de dos ejemplos tales como embargos y juicios ejecutivos, los temas afines tienen que ser análogos a esas materias única y exclusivamente, de tal forma que no podrán ser considerados  aquellos cursos que no guarden estrecha relación con la materia de cobro judicial, o sea, similares a embargos y juicios ejecutivos y que, ante la incertidumbre que pudiera presentarse al momento de evaluar determinado curso, la Administración estaría en la obligación de exigir al oferente el programa de esa capacitación en particular con el fin de cotejar que efectivamente se trata de un curso equivalente a cobro judicial, embargos y/o juicios ejecutivos.”

Se desprende que, en criterio de esta División, la afinidad, como es lógico, está dada por el objeto contractual y las funciones de especialidad que involucran, es decir que para que se obtuvieran puntos correspondientes a este rubro era necesario que los cursos versaran sobre el cobro judicial, utilizando como referentes ejemplarizantes el embargo y los ejecutivos.  De tal manera que para dar una adecuada interpretación ha de partirse de esa base, precisando aún más, en el sentido de que si lo que la Administración requiere son profesionales en Derecho que se encarguen del trámite de ejecutivos, ya sean simples, prendarios o hipotecarios, lo importante es que los cursos versen sobre el fondo de los contratos que le dan origen, sus respectivas garantías (sea hipotecaria, fiduciaria o prendaria) y, principalmente, sobre el rito procedimental que ha de seguirse para obtener el pago de las obligaciones que los distintos deudores tienen con el INVU, evidentemente en la sede judicial. Dentro del primer ámbito tenemos, pues, que es viable la capacitación relacionada con las figuras de contrato de préstamo, las garantías fiduciarias, prendarias e hipotecarias y demás normas civiles que le sean aplicables directamente; en cuanto a las segundas, proceden todos los temas de trámites relacionados con los procedimientos establecidos en la normativa, como lo es claro está, todo lo relacionado con el proceso ejecutivo, pero además todos los conceptos atinentes, tales como embargos, nulidades, regímenes de impugnación, medios de notificación, remates y demás las figuras jurídicas que, de alguna u otra manera, sean necesarias para el buen desempeño profesional en cada caso concreto.  Lo anterior guarda afinidad con el planteamiento de necesidades que realizó la Administración al atender la audiencia especial conferida con ocasión del recurso de objeción al cartel.  Al referirse a la justificación de la cláusula en estudio, la entidad licitante señaló:
“Para el INVU es de primordial interés contar con profesionales que desempeñen la función de cobro judicial  sean capacitados (sic) en dicha materia, a los efectos que brinden un servicio de alta calidad./ Lo anterior, basados en la experiencia real que ha tenido el INVU, la cual ha sido valorada de forma objetiva, toda vez que actualmente se está trabajando con cuarenta y nueve profesionales externos, de los cuales, una considerable parte de ellos no han brindado los servicios en forma adecuada, habiéndose detectado en algunos de los casos, un desconocimiento de la normativa y procedimientos a aplicar en los procesos judiciales.” (ver folio B2 del expediente de objeción al cartel) 
Nuevamente se evidencia que la relación de los cursos está referida a capacitaciones que permitan mejorar la gestión individual de los correspondientes cobros. Ahora bien, adicional a las anteriores consideraciones, ha de tomarse en cuenta que para este caso concreto, el objeto contractual no se refieren únicamente a la labor propiamente de cobro judicial, entendida como el camino que transcurre desde la presentación de la demanda hasta el dictado de la sentencia en firme, sino que involucra necesariamente funciones propias del notariado, por lo que, tácitamente se requiere no solo de abogados, sino también de Notarios Públicos.  Es claro que una cosa es la profesión de abogado y otra la de Notario; tan claro como lo es la diferencia de su naturaleza y sus funciones, eso no requiere mayores explicaciones, por eso no pueden confundirse.  Lo que sí es cierto es que la relación entre una función está dada en razón de las labores que para este contrato específico tendrían que realizar los profesionales contratados.  Veamos.  La afinidad que se da para este negocio entre las funciones de cobro propiamente y el ejercicio del notariado.  De una simple lectura del cartel tenemos que los oferentes debían cumplir con lo siguiente:

11.8 El oferente deberá indicar en su oferta la aceptación de la normativa, en lo que pertinente (sic), establecida en el INSTRUCTIVO PARA EL COBRO DE OPERACIONES MOROSOAS MEDIANTE LA DESIGNACIÓN DE ABOGADOS EXTERNOS”  y sus reformas. 

Como vemos, el cartel, de manera expresa, incorporó como parte del presente negocio al citado instructivo, el cual fue publicado en La Gaceta 44 del Jueves 2 marzo del 2000 y reformado, mediante publicación hecha en La Gaceta 130 del  6 de julio de 2001, por lo que todo lo que ahí se indica ha de considerarse como parte de las funciones que han de desempeñarse y que, por lo tanto, son afines al cobro propiamente.  Desde luego, ningún oferente podrá alegar ignorancia de la existencia de tales normas ya que es obligación de cada uno leer completo el cartel y cumplir con sus mandatos, incluyendo el que ha sido trascrito líneas atrás.  Pues bien, del citado instructivo podemos extraer que el objeto contractual no se agota en el ejercicio de la abogacía sino que requiere tareas que son propias del Notario y que exigen conocimientos en la materia notarial y registral.  En primer lugar, tenemos que es necesario emitir u obtener del Registro las certificaciones correspondientes, tal como lo establece el numeral 6 del instructivo, que en lo conducente señala:

“Procedimiento de cobros:

Artículo 6°- El Proceso de Cobros, una vez agotadas las etapas de cobros administrativos, trasladarán al abogado la documentación necesaria para el cobro judicial con excepción de las certificaciones, en razón de que esta labor le corresponde al abogado director del juicio... (el resaltado no corresponde al original)  
Ya ahí encontramos una primera labor notarial o registral que ha de realizarse dentro de las obligaciones contractuales, al tener que emitir por sí mismo certificaciones o tramitarlas ante el Registro Público.  Por otra parte tenemos que principalmente los artículos 24 y 25 del mismo instructivo incorpora funciones meramente notariales y registrales, al señalar:

“Articulo 24 Cuando un bien sea adjudicado por el INVU en remate, el abogado director solicitará dentro del término de ley la aprobación del acta y una vez que se encuentre firme la resolución, procederá a gestionar y protocolizar e inscribir los traspasos a favor de la Institución y entregará los documentos correspondientes al Proceso de Cobros....”

“Artículo 25 El abogado que haya atendido un juicio con remate de bienes inmuebles, sólo podrá dar por terminada su intervención en el asunto, una vez que sea protocolizada e inscrita en el Registro, la adjudicación del bien a favor del Instituto y se encuentre debidamente realizada la legalización del saldo en descubierto.”
De tal suerte que más allá del formalismo inmerso en la nomenclatura del concurso, lo cierto del caso es que en algunos de los casos que se tramiten como parte del cobro judicial es necesario tener conocimientos y realizar funciones notariales y registrales.  Es claro que hace algunos años esta materia sufrió reformas importantes tanto en las responsabilidades del notario, como en la forma de realizar sus labores, por lo que consideramos que, si en el presente caso va a ser necesario como parte de una tarea exitosa realizar labores notariales y ante el Registro Público de la Propiedad, es válido que se tomaran como parte de la calificación cursos relacionados con el Derecho Notarial y Registral.  Luego de esas consideraciones generales y retomando el caso particular y valorando su fundamentación tenemos que él indica que deben sumársele dos puntos por los cursos  “Nuevas formas contractuales y su impacto económico, financiero y jurídico” y “responsabilidad civil”, por tener relación con la materia. En cuanto al primero, su mera denominación no evoca una relación directa de afinidad con el objeto contractual específico, ya que como dijimos líneas atrás, no puede ser cualquier título de Derecho, sino que ha de versar o sobre el fondo de los contratos que están de por medio y/o sus garantías, o bien sobre instrumentos procedimentales propios de la gestión de cobro.  Es claro que el contrato de préstamo así como las garantías hipotecaria, fiduciaria y prendaria, son figuras jurídicas de muy vieja data y que en sí mismas no pueden, en el siglo XXI, considerarse como nuevas formas contractuales.  Por lo que el razonamiento que tuvo la Administración para no considerarlo como experiencia afín, luce apegado a la disposición cartelaria y al razonamiento que hemos hecho a lo largo de esta resolución. Aunado a lo anterior, el recurrente no fundamenta su oposición a la actuación de la Administración y se limita a señalar con su mero dicho que en ese curso se trataron las figuras de hipoteca, prenda y pagaré “como formas contractuales modernas”, lo cual no guarda lógica con lo anteriormente señalado y, además, no aporta documentación alguna, que al menos demuestre que, efectivamente, ese curso versó sobre tales garantías.  En razón de lo anterior, no sería posible otorgar el puntaje que pide por este curso.  De igual manera, consideramos que no acredita la relación directa de afinidad del curso “Responsabilidad Civil”, ya que si bien se cierto estamos ante responsabilidad civil de tipo contractual, no se aporta documentación que acredite los términos puntuales en los que se desarrollaron los temas, para así determinar si tiene alguna relación o no con el cobro judicial. Considera este Despacho que para acreditar su derecho, el oferente debió aportar las pruebas que demostraran que dentro de un tema tan amplio, se analizó y estudió temas relacionados directamente con el objeto contractual.  Así las cosas, ante la falta de fundamentación ha de rechazarse este extremo del recurso, por lo que su calificación máxima se mantendría igual en 96.  2) Sobre la incorrecta calificación de otros oferentes. Agrega el apelante que no es posible considerar como afines los temas relativos a Derecho Notarial y Registral, como lo hizo a favor de los adjudicatarios Echeverría Mesén, Campos Campos, Romero Coto, Piedra Hernández, Vargas Zúñiga, Ramos Corea, Leiva Urcuyo y Ramos Corea.  De igual manera, señala que a los oferentes Ramos Corea y Sáenz Zumbado debe rebajarse los cursos “La Modernización del Código Civil” y “La negociación de la Cobranza” respectivamente, para seguir con un criterio estricto, como se hizo con otros oferentes.  Abona a su posición el hecho de que estamos ante una licitación para cobro judicial y no para notariado externo.  Por último, considera que a la oferente Dalays Castiblanco Vargas, no se le deben considerar puntos por cursos de notarial, por lo tanto no obtendría 96 que le dieron méritos para el desempate y la oferente Feinzaing  Mintz no está dentro del cuadro que sirvió de base para la readjudicación.  La Administración aduce que la materia de notarial sí es atinente, no solo porque la base de la Hipoteca tiene estrecha relación con el Derecho Notarial, sino porque, según el Instructivo para Cobro de Operaciones Morosas mediante la Designación de Notarios Externos, publicado en La Gaceta 44 del 2 de marzo del 2000, establece que una de las obligaciones es protocolizar e inscribir los traspasos producto de un remate.  En cuanto a la modernización del Código Civil, aduce que, precisamente el Código Civil contempla las regulaciones de fondo de varios de los contratos que general el cobro y sobre la cobranza, aduce que es importante la labor de persuasión al moroso para ponerse al día en el pago.  En términos generales, los adjudicatarios se oponen al argumento del recurrente.  Criterio para resolver: Tal como fue ampliamente desarrollado líneas atrás, este Despacho considera que, más allá de la denominación dada a este procedimiento concursal, lo cierto del caso es que está involucrada la función tanto de abogado como de Notario Público, por lo que son válidos los puntos otorgados por cursos de esa rama del Derecho y, consecuentemente, ha de rechazarse su pretensión de rebajar puntos a todos los que les fueron considerados cursos relacionados con la materia Notarial y Registral.  En relación con la solicitud de que al oferente Ramos Corea se le rebaje un punto por el curso titulado “La Modernización del Código Civil”, para efectos de su situación es irrelevante, toda vez que aún restando ese  punto dicho adjudicatario le superaría y no entraría en un eventual desempate, ya que su calificación final fue de 98 puntos y si se le rebajara pasaría a 97.  En cuanto al caso del oferente Luis Saénz Zumbado solicita le sea rebajado un punto correspondiente al curso “Negociación de la Cobranza”, por ser  general.  Efectivamente considera este Despacho que la mera nomenclatura del curso no arroja similitud alguna con relación al cobro judicial propiamente y pareciera un tema general referido a otros aspectos ajenos al objeto contractual.  Al contestar la audiencia inicial, el referido profesional señala que el curso trató sobre las técnicas para el cobro y adjunta el manual del curso. Hecha la revisión de esa prueba aportada por parte del adjudicatario, concluimos que los contenidos y la finalidad del curso en mención no puede considerarse afines al presente objeto contractual, toda vez que se trata de un curso dirigido a lo que popularmente conocemos como “cobradores”, es decir, empleados de una empresa acreedora que se encargan de realizar los cobros ordinarios de obligaciones de pago sucesivo, en una relación armoniosa con el cliente, es decir básicamente, estaríamos en la fase equivalente al cobro administrativo; de ahí que buena parte del contenido está referido a la sicología del deudor, su presentación personal, su voz, como prevenir clientes que sean eventualmente morosos, los tipos de cobranza, donde incluyen la amistosa, la persuasiva y dejando de último la drástica (ver folios B 77 y B78 del expediente de apelación), definiendo a esta última como “en la mayoría de los casos girar una orden al departamento legal es una acción hostil y un paso drástico...Debido a que la cobranza drástica implica estar decidido a perder al cliente.” Como se desprende de todo lo anterior, el curso cuestionado se refiere a una fase previa al cobro judicial.  Es obvio que la contratación de los abogados y notarios para este contrato en particular, es para tareas que no son de la fase previa, conocida como cobro administrativo, ni tampoco implica la necesidad de negociar con el deudor ya que, incluso el propio Instructivo para el cobro de operaciones morosas mediante la designación de abogados externos, que es parte esencial de este cartel, en su artículo 8 inciso b, prohíbe las tareas de arreglo de pago, en los siguientes términos:

“ Artículo 8. Además de los deberes y responsabilidades inherentes a la profesión, el abogado externo deberá cumplir con los siguientes:

...

b) No recibirá de los demandados pagos, abonos, ni efectuará arreglos de pago, por las deudas que fundamenten las acciones judiciales. 

Así las cosas, bajo ninguna circunstancia puede considerarse que existe algún grado de afinidad de un curso relativo a gestiones de “cobro administrativo”, con el cobro judicial, ya que aquella función recae sobre el INVU de previo a pasar a lo que el manual aportado por el adjudicatario, llama cobranza forzada.  Y tampoco puede tratar de extraerse una similitud con posibles técnicas de negociación, toda vez que el citado Instructivo, prohíbe las negociaciones entre el abogado y el deudor.  Esa labor, como fue ordenado en la anterior resolución, debió ser efectuada por el Invu.  Así las cosas, consideramos que el recurrente lleva razón en el sentido de que debería haberse rebajado un punto a ese adjudicatario.  No obstante, acá debemos retomar el tema de la legitimación, que desarrolla el Reglamento General de Contratación Administrativa, según los términos que se indicaron líneas atrás, es decir, que la nulidad de un acto de adjudicación, con fundamento en un recurso determinado, es procedente en el entendido de que el apelante acredite que sería beneficiado con una eventual readjudicación, de lo contrario procede el rechazo de su gestión.  Pues bien, acá tenemos que si rebajaramos un punto al adjudicatario Sáenz Zumbado su calificación sería de 96, con lo cual lo que el resultado sería el empate con el apelante, con dos adjudicatarios: los oferentes Alejandro Delgado Faith y Oscar Gómez Ulloa (ver hecho probado seis) y, con otros oferentes que no apelaron el acto.  En ese caso habría que aplicar el sistema de desempate que no es aleatorio sino que fue fijado en una serie de parámetros objetivos, de la siguiente manera: 

“En el caso de que dos o más oferentes, presente igualdad de puntos en sus respectivas evaluaciones, se tomará como criterio de desempate en función de los siguientes elementos en su orden respectivo:

1. Experiencia en labores de cobro judicial en el INVU

2. Mayores recursos humanos y técnicos ofrecidos

3. Mayor disposición de tiempo.” 
Según lo anterior, en este caso el recurrente estaba en la obligación de acreditar una de dos situaciones:  o que él sería el beneficiado al aplicar tal sistema, por obtener el privilegio sobre los demás, o bien que se daría un empate con todos ellos en cada uno de los rubros y por lo tanto se imponía realizar una rifa, sin embargo no realizó ese ejercicio. Por el contrario, del estudio del expediente, tenemos que en el caso de darse ese empate, el apelante no sería beneficiado con una readjudicación, ya que no cumple con el primero de los criterios de desempate, es decir el haber prestado servicios de cobro judicial al INVU, mientras que los otros tres adjudicatarios sí (ver hecho probado siete), de tal manera que declarar la nulidad para el rebajo de ese punto daría como resultado los mismos adjudicatarios, es decir, estaríamos ante una nulidad por la nulidad misma, por lo que se impone declarar sin lugar el recurso.  B) Recurso presentado por Ana Isabel Salas Vargas.  1) De la puntuación técnica.  Indica la recurrente que se le calificó de forma errada en el rubro de “recursos técnicos” ya que se le asignaron 14 puntos, cuando en realidad eran 15. Al respecto alega que demostró la propiedad del vehículo y del teléfono celular.  De tal manera que su calificación final mínimo hubiese sido 96, con la que se entró al desempate y no el 95 que la dejó fuera del concurso. La Administración señala que le fue prevenido el recibo de pago del teléfono celular y lo que aportó fue de un teléfono fijo, con lo cual más bien debe rebajarse su calificación a 10 puntos. Los adjudicatarios en términos generales se oponen al recurso. Criterio para resolver:  Resta reiterar brevemente, que uno de los aspectos esenciales dentro de un recurso de apelación es la legitimación, entendida como la obligación de acreditar cómo ganaría el concurso. En el presente recurso, estamos en presencia de una falta de legitimación, ya que, según las condiciones cartelarias y la situación que presenta la recurrente, no hay posibilidad de que resulte readjudicataria, aún si hubiese llevado razón en los cuestionamientos relacionados a la forma en la que se calificaron las ofertas en el rubro de capacitación.  Veamos. El cartel estableció dentro del sistema de calificación de ofertas un rubro denominado “Recursos Técnicos” con calificación de un 15% dividido de la siguiente forma: “computadora 2%, internet 2%, celular 5%, Fax 5% y automóvil 1%. (ver hecho probado seis)  Igualmente, se exigió para acreditar la propiedad y uso del servicio de celular presentar el recibo telefónico (ver hecho probado nueve).  La Administración ante la duda de la propiedad del celular que le implica un puntaje adicional de 5%, previno a la apelante para que aportara el respectivo recibo (ver hecho probado diez), quien aportó un oficio en el que indica que aporta el recibo original que demuestra su propiedad. No obstante, lo que adjunta es el recibo de un teléfono que corresponde a un número fijo de tipo comercial (ver hecho probado once) por lo que agotó ahí la posibilidad de obtener el puntaje señalado y, consecuentemente, su puntuación ha de disminuirse en cinco puntos, quedando en noventa puntos, por lo que aún obteniendo la totalidad del puntaje en el rubro de capacitación su calificación máxima sería 95% y ni siquiera empataría con el resto de oferentes que obtuvieron 96, por lo tanto procede el rechazo de su recurso.  C) Recurso presentado por María Adilia Salas Bolaños.  1) De la puntuación técnica. Aduce la recurrente que no deberían tomarse en cuenta los cursos relacionados con el Derecho Notarial, con lo cual ella no tendría que haber ido al desempate.  Enuncia a todos los oferentes que obtuvieron puntos de esa manera. Destaca que ella presentó la participación en tres jornadas de Derecho Notarial y no le fueron tomadas en consideración. La Administración aduce que no le pudo tomar en consideración los certificados relacionados con las Jornadas de Derecho Notarial, porque dos no indican la cantidad de horas y la otra expresamente señala que es por siete horas.  Los adjudicatarios, en términos generales se oponen al recurso.  Criterio para resolver: Hemos acá de reiterar las consideraciones expuestas al atender el recurso del apelante Gallardo Jiménez, en el sentido de que sí pueden considerarse afines al objeto contractual específico los cursos de Derecho Notarial y Registral, habida cuenta de que la ejecución contractual no se agota en las gestiones de un abogado, sino que conllevan también ciertas labores de corte Notarial y Registral, por lo tanto no es de recibo la primera pretensión de rebajar puntos a quienes obtuvieron puntos por esas materias. Esta posición es concurrente con lo expuesto esta apelante en el primero de los recursos que presentó. Ahora bien, si la recurrente aportó documentación relacionada con temas de Derecho Notarial o Registral, siempre y cuando cumplan con todos los requerimientos establecidos a nivel cartelario lo procedente es su debido reconocimiento.  En ese sentido, la apelante reclama que le sea sumada su participación en tres jornadas de Derecho Notarial, lo cual procedemos a valorar puntualmente.  Revisada la oferta de la apelante tenemos que, efectivamente, aportó documentación relacionada con la mencionada capacitación, en donde se establece que participó en tres Jornadas de Derecho Notarial Costarricense. (ver hecho probado doce), sin embargo, ninguna de ellas se ajusta a los requerimientos cartelarios, como se verá.  Sobre ese punto el cartel dispuso que serían valorados únicamente aquellos cursos con una participación de 12 horas efectivas (ver hecho probado cinco) y en el caso de esta apelante dos de los certificados no indican la cantidad de horas y uno expresamente señala que es por siete horas.  Con respecto a este último es clara su improcedencia manifiesta ya que expresamente se señala una cantidad de horas  inferior al mínimo requerido por el cartel.  En cuanto a los otros dos debemos señalar que no indica un dato de vital importancia, como lo es la cantidad horas de participación que tuvo la recurrente, por lo que es imposible con la sola presentación de ese documento otorgar los puntos reclamados.  Hecha la oferta integral de dicha recurrente no se hace referencia alguna a la cantidad horas en las que participó, por lo que tampoco sería posible realizar una prevención para que aporte tal información, toda vez que, esta Contraloría General es del criterio que para poder subsanar ese tipo de elementos es necesario que es encuentre debidamente referenciada en la oferta y que únicamente reste la presentación de documentación formal para acreditar esa referencia. (ver, en ese sentido las Resoluciones R-DAGJ 166-2003 de las once horas del diecinueve de junio de dos mil tres, RSL-104-99 de las 9:30 horas del 23 de marzo de 1999, RSL-245-98 de las 10:00 horas del 19 de agosto de 1998 y RSL-352-98 de las 11:00 horas del 27 de octubre de 1998).  Siendo que en el presente caso no existe referencia alguna a las horas en las que participó dicha oferente, lo que se impone es concluir que no puede obtener puntaje por la incompleta información y por lo tanto se impone el rechazo de su gestión recursiva.-----------------

III.-Observaciones de oficio.  Con fundamento en nuestras potestades de fiscalización de la Hacienda Pública y con el fin de contribuir a la mejora de la gestión administrativa, consideramos oportuno realizar algunas observaciones de oficio. Básicamente se quiere llamar la atención de la entidad licitante para que en futuros concursos mejore las condiciones cartelarias, de tal forma que se asegure la trascendencia y pertinencia de los requisitos obligatorios que exige, así como los sistemas de calificación.  Es necesario que se establezcan lineamientos claros y concretos acerca de qué tipo de capacitación se requiere, es decir, evitar fórmulas tan controvertidas como la utilización de conceptos como “afines”. De igual manera valorar la importancia de otorgar puntos por aspectos que parecieran más bien de cumplimiento obligatorio, tales como conceder puntaje por poseer recursos humanos básicos, oficina abierta, poseer computadora o disponer de teléfono celular.-------

POR TANTO
De conformidad con lo expuesto, y lo dispuesto en los artículos 1, 34 y 37, inciso 3), de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República Nº 7428 de 7 de setiembre de 1994; 4, 5, 85, 88, 89 y 90 de la Ley de la Contratación Administrativa; 4, 5, 56, 56, 56.2, 56.4, 91, 99 y 100 del Reglamento General de Contratación Administrativa, se resuelve:  1) Declarar sin lugar los recursos de apelación interpuestos por María Adilia Salas Bolaños, Álvaro Gallardo Jiménez y Ana Isabel Salas Vargas en contra del acto de adjudicación de la Licitación Pública 28-04 promovida por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo para la contratación de servicios profesionales de abogados externos para cobro judicial, recaído a favor de los abogados Sandra Echeverría Mesén, Alfonso Romero Coto, Guido Francisco Campos Campos, Humberto Piedra Hernández,  José Rafael Vargas Zúñiga, Farid Breedy González, Ingrid Lambert Miller, Jimmy Ramos Corea, Luis Evora Castillo, Sergio Leiva Castillo, Ginette Garita Medrano, José Antonio Barletta Chaves, Luis Sáenz Zumbado, Alejandro Delgado Faith, Oscar Gomez Ulloa por un monto inestimable, acto el cual se confirma. 2) De conformidad con lo que establece el artículo 90 de la Ley de Contratación Administrativa se da por agotada la vía administrativa.------------------------------------------------------------------------------------------------------

NOTIFÍQUESE. --------------------------------------------------------------------------------------------------
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